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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5492/2016
QUEJOsO Y RECURRENTE: Jaime Alberto Moreno Cardeña 
PONENTE: MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA i.
SECRETARIO: RAÚL CARLOS DÍAZ COLINA
Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día veintiséis  de abril de dos mil diecisiete.

Vo. Bo.

Ministro:

V I S T O S para resolver el amparo directo en revisión 5492/2016, y;
R E S U L T A N D O:
Cotejó:

1. PRIMERO. Demanda de amparo. Por escrito presentado el cinco de febrero de dos mil dieciséis, ante la Oficialía de Partes de las Salas Regionales de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, Jaime Alberto Moreno Cardeña, por propio derecho, promovió juicio de amparo directo contra la sentencia de once de diciembre de dos mil quince, dictada por la Primera Sala Regional de Occidente del citado Tribunal, en el juicio de nulidad número ************. 
2. SEGUNDO. El quejoso señaló como derechos humanos violados los contenidos en los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los dispositivos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, expresando los conceptos de violación que consideró pertinentes. 
3. TERCERO. Trámite y resolución del juicio de amparo. De la demanda de amparo conoció el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, cuyo Presidente mediante auto de dieciséis de febrero de dos mil dieciséis 
 la admitió a trámite, y ordenó su registro con el número ************. 
4. En el mismo proveído se tuvo como tercero interesado al Titular de la Subdelegación Juárez en la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social, emplazado el diecisiete de febrero de dos mil dieciséis,
 y en la misma fecha se le notificó la admisión de la demanda. Asimismo, en él se ordenó dar la debida intervención al Agente del Ministerio Público de la Federación. 
5. Previos trámites de ley, el dos de junio de dos mil dieciséis,
 el Pleno del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito pronunció sentencia en la que determinó negar el amparo y protección de la justicia federal a Jaime Alberto Moreno Cardeña.
6. CUARTO. Trámite del recurso de revisión. Inconforme con la resolución anterior, la parte quejosa interpuso recurso de revisión el veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis
, por lo que el Tribunal Colegiado del conocimiento, mediante proveído de cinco de septiembre siguiente
, ordenó remitir los autos del asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para su substanciación y resolución.
7. QUINTO. Admisión. El Presidente de este Alto Tribunal, por acuerdo de veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis
 ordenó admitir, formar y registrar el recurso de revisión con el número 5492/2016; turnó el asunto para su estudio al Ministro Eduardo Medina Mora I., y ordenó su radicación en la Sala de su adscripción; mandó notificar por medio de lista a la parte quejosa y por oficio a la autoridad responsable, a las señaladas con el carácter de tercero interesadas y al Agente del Ministerio Público, finalmente al Tribunal Colegiado del conocimiento por medio del sistema MINTERSCJN.
8. SEXTO. Avocamiento a Segunda Sala. Por acuerdo de cuatro de noviembre de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se avocó al conocimiento del presente asunto y ordenó que se remitieran los autos a la Ponencia a su cargo, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.
C O N S I D E R A N D O:
9. PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver el presente recurso de revisión de conformidad con lo previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; 10, fracción III; 11, fracción V y, 21, fracción XI de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General 5/2013; y los puntos Primero y Segundo del Acuerdo General 9/2015, ambos del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
10. Lo anterior, ya que el recurso se interpone contra una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en un juicio de amparo directo administrativo, materia que corresponde a la especialidad de esta Sala, sin que se considere necesaria la intervención del Tribunal Pleno para su resolución. 
11. SEGUNDO. Oportunidad. El recurso de revisión principal se presentó en el plazo de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo. 
12. La sentencia recurrida de dos de junio de dos mil dieciséis se notificó a la parte quejosa, como resultado de un incidente de nulidad de notificaciones fundado, el dieciocho de agosto de dos mil dieciséis,
 actuación que en términos del artículo 31, fracción II, de la Ley de Amparo surtió efectos el día hábil siguiente; es decir, el diecinueve de agosto siguiente. 
13. Por lo anterior, el plazo para interponer el recurso transcurrió del veintidós de agosto al dos de septiembre de dos mil dieciséis; sin contar los días veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de agosto de ese año, por ser inhábiles con fundamento en los artículos 19 de la Ley de Amparo, 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y el Acuerdo General Plenario 18/2013 del Consejo de la Judicatura Federal. 
14. Ahora bien, el escrito de expresión de agravios fue recibido el veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis en la Oficialía de Partes del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, con residencia en Zapopan, Jalisco, consecuentemente, el recurso fue presentado de forma oportuna. 
15. TERCERO. Legitimación. Con fundamento en los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, fracción I, y 6 de la Ley de Amparo, el recurrente cuenta con legitimación para actuar en el presente asunto en tanto se trata de la parte quejosa en el juicio de amparo, Jaime Alberto Moreno Cardeña;
 además, en la sentencia recurrida se le negó la protección constitucional, y por ello, tiene interés en combatir esa determinación.

16. Apoya lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 77/2015 (10a.) emitida por esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ochocientos cuarenta y cuatro, tomo I, libro diecinueve, correspondiente al mes de junio de dos mil quince, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de rubro y texto siguientes:

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER ESTE RECURSO DERIVA NO SÓLO DE LA CALIDAD DE PARTE, SINO ADEMÁS, DE QUE LA SENTENCIA COMBATIDA LE AGRAVIE COMO TITULAR DE UN DERECHO O PORQUE CUENTE CON LA REPRESENTACIÓN LEGAL DE AQUÉL. De los artículos 5o., 81, fracción II, 82, 87, primer párrafo y 88, primer párrafo, de la Ley de Amparo, se advierte que el recurso de revisión sólo puede interponerlo la parte a quien causa perjuicio la resolución que se recurre. En ese sentido, al ser los recursos medios de impugnación que puede ejercer la persona agraviada por una resolución para poder obtener su modificación o revocación, se concluye que la legitimación para impugnar las resoluciones y excitar la función jurisdiccional de una nueva instancia, deriva no sólo de la calidad de parte que se ha tenido en el juicio de amparo sino, además, de que la resolución combatida le cause un agravio como titular del derecho puesto a discusión en el juicio o porque cuente con la representación legal de aquél”.
17. Al respecto, el escrito de expresión de agravios fue firmado por Oscar Guillermo Roldán Placencia, autorizado del quejoso, carácter que le fue reconocido en auto de dieciséis de febrero de dos mil dieciséis, visible a fojas 33 y 34 del cuaderno de amparo directo; por tanto, en términos del artículo 12 de la Ley de Amparo en vigor, está facultado para suscribir el escrito respectivo en nombre de dicha parte procesal.
18. CUARTO. Antecedentes. Para una mejor comprensión del asunto, se narran secuencialmente los antecedentes que le dieron origen, así como la síntesis de los conceptos de violación esgrimidos en la demanda de amparo, las consideraciones del Tribunal Colegiado del conocimiento, y los agravios del recurrente en su escrito de revisión.
19. a) Contexto. Por oficio ************de quince de junio de dos mil trece, el Titular de la Subdelegación Juárez, perteneciente a la Delegación Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social, invitó a Jaime Alberto Moreno Cardeña a que acudiera al Departamento de Auditoría a Patrones, perteneciente a la señalada Subdelegación, a efecto de recibir orientación para la presentación del aviso de registro de obra, respecto de la llevada a cabo en La Paz número ciento treinta, Oriente, Manzana LTE, en San Juan Cosala, Jocotepec, Jalisco a efecto de que, en su carácter de patrón, diera de alta a los trabajadores que participaron en aquélla. 

20. El ocho de mayo de dos mil catorce, Jaime Alberto Moreno Cardeña, mediante oficio dirigido al departamento de Afiliación y Cobranza, del Instituto Mexicano del Seguro Social, con registro de patrón H65-12593-10-2, manifestó que no contaba con la contabilidad y documentación necesaria para identificar a los trabajadores que intervinieron en la construcción de la obra de referencia, por lo que era su intención corregir la situación fiscal por las diferencias que se determinaran con base en los costos de mano de obra por metro cuadrado de obra privada, por el periodo comprendido del uno de diciembre de dos mil doce, al dieciocho de agosto de dos mil trece, corrección patronal que se identificó con el número ************.
21. El diez de junio de dos mil catorce, el Titular de la Subdelegación Juárez, dependiente de la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social, giró oficio 1440/019500/3528/2014, dirigido a Jaime Alberto Moreno Cardeña, en el que determinó diferencias por omisión de pago de Cuotas Obrero Patronales y Cesantía en Edad Avanzada y Vejez, por $************(************).
22. b) Juicio de nulidad. Contra el oficio anterior, el doce de diciembre de dos mil catorce, el hoy recurrente presentó demanda de nulidad, ante la Oficialía de Partes Común de las Salas Regionales de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el cual fue identificado con el expediente ************.
23. Mediante acuerdo de cinco de enero de dos mil quince, la instructora del juicio, desechó la demanda por improcedente, al considerar que la resolución que se pretendía impugnar, era materia de un juicio diverso, con número de expediente ************del índice de la Tercera Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, por lo que se consideró actualizada la causal de improcedencia prevista por el artículo 8º, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.
24. c) Recurso de Reclamación. Por escrito presentado el once de febrero de dos mil quince, la parte actora interpuso recurso de reclamación en contra del proveído de cinco de enero de año dos mil quince, previamente referido.
25. El trece de marzo de dos mil quince, se dictó sentencia interlocutoria en la que se determinó infundado el recurso de cuenta y, por ende, se confirmó el auto de cinco de enero de dos mil quince.
26. d) Juicio de Amparo. En contra de dicha resolución el actor interpuso juicio de amparo, que fue identificado con el número A.D.************y resuelto en sesión de veinte de agosto de dos mil quince, por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, concediendo el amparo y protección de la justicia federal al actor, al estimar que en la resolución interlocutoria combatida se vulneraron los derechos humanos contenidos en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por ende, se ordenó a la Sala responsable, dejar insubsistente la resolución reclamada y dictar otra en la que considerara que el oficio número 1440/019500/3528/2014, de diez de junio de dos mil catorce, emitido por el Titular de la Subdelegación Juárez, dependiente de la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social, constituía un acto diferente y autónomo de aquellos actos impugnados en el diverso juicio de nulidad ************.
27. En cumplimiento a la sentencia de amparo ************, la Sala responsable dictó resolución el dos de septiembre de dos mil quince, en la que se consideró procedente y fundado el recurso de reclamación y se revocó el auto de cinco de enero de dos mil quince, por el que se había desechado la demanda, para el efecto de que se admitiera a trámite.
28. En acatamiento a la interlocutoria anterior, mediante auto de tres de septiembre de dos mil quince, se admitió a trámite la demanda en vía ordinaria en el expediente ************.

29. El once de diciembre de dos mil quince, el Pleno de la Primera Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, resolvió sobreseer el juicio, al no encuadrar en ninguno de los supuestos contenidos en el artículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues a juicio de la citada Sala, el oficio impugnado no deparaba una afectación real y concreta a la esfera jurídica del particular, por no tratarse de una resolución definitiva, que le causara una afectación al actor, a partir de lo que se actualizaban las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y II del artículo 8º de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.
30. e) Demanda de amparo. Contra la resolución de once de diciembre de dos mil quince, Jaime Alberto Moreno Cardeña, por propio derecho, promovió demanda de amparo directo (************) en cuyos conceptos de violación adujo, en esencia, los que a continuación se sintetizan. 
31. Por lo que a la materia constitucional concierne, en lo que interesa, indicó que el artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo es inconstitucional, porque contraviene los artículos 1°, 14, 16, 17 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior, de conformidad con los siguientes argumentos: 
31.1. En el cuarto concepto de violación, señaló que el artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo es inconstitucional, porque no contempla la notificación personal al actor, respecto de la contestación de la demanda, lo cual causa una limitación directa para que éste pueda manifestarse al respecto mediante ampliación de demanda, lo cual afecta los derechos fundamentales de una adecuada defensa y de garantía de audiencia.
32. De manera adicional, formuló conceptos de violación a través de los cuales controvirtió aspectos de legalidad. Argumentos que se sintetizan a continuación: 
32.1. En el primer y segundo conceptos de violación el quejoso argumentó que la Sala Regional transgredió lo previsto por el artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en razón que el acto impugnado es diverso al que analizó. En ese sentido, señaló que el acto impugnado no es una carta invitación, dado que la autoridad demandada determinó un crédito en cantidad líquida y exigible, que le depara una afectación económica, pues emana de un proceso de corrección fiscal, en la que se encontraron diferencias por omisiones de pago de obligaciones patronales. Refiere también que no se le requirió para realizar aclaraciones; que se establece un término en el cual se exige u obliga al pago; que el documento no contiene algún título o denominación que indique que es una invitación y que en el amparo directo ************, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, resolvió que el acto impugnado es una resolución autónoma e independiente; que el oficio combatido es un acto definitivo, porque puede recurrirse o impugnarse de forma optativa, pues admite el recurso de inconformidad regulado por el artículo 249 de la Ley del Seguro Social. De igual forma, el quejoso alega que las jurisprudencias citadas por la Sala Regional, se refieren a supuestos diversos, pues el acto impugnado es diferente a aquéllos que dieron origen a las ejecutorias; y que la Sala Fiscal se apoyó en criterios jurisprudenciales que no pueden rebasar la norma.
32.2. En el tercer concepto de violación alegó que el acto impugnado es una determinación de crédito derivada de un procedimiento previo; que la autoridad responsable conocía el juicio en el que se contienen las constancias de los actos que dieron origen al acto impugnado y omitió analizarlas, por lo que, a su parecer, violó el artículo 41, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pues tiene la obligación de pronunciarse respecto a todos los hechos, pruebas y presunciones, y por tanto, debió percatarse que el procedimiento se encuentra regulado por el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización.
33. f) Sentencia de amparo. El dos de junio de dos mil dieciséis
, el Pleno del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, pronunció sentencia en la que determinó negar el amparo y protección de la justicia federal a Jaime Alberto Moreno Cardeña. 
34. Respecto al tema de constitucionalidad, en el que el quejoso planteó la inconstitucionalidad del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pues a su parecer contraviene los artículos 1°, 14, 16, 17 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el citado Tribunal Colegiado indicó lo siguiente:

“…Dichos argumentos son ineficaces.

Lo anterior es así, en razón de que aun cuando el artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo transgrediera el numeral 14 de la Constitución Federal, al no prever la notificación personal o por correo certificado con acuse de recibo, del auto que tiene por admitida la contestación de la demanda, y en su caso, el derecho de ampliarla; lo cierto es que el quejoso pretende (sic) la notificación personal de la contestación de la demanda, para evidenciar la ilegalidad del acto combatido, lo cual constituye una cuestión de fondo; por lo que a nada práctico conduciría reponer el procedimiento para efecto de que se le notificara personalmente la contestación de la demanda, ya que en el caso subsiste la determinación de la Sala Regional, en el sentido de que el juicio contencioso administrativo es improcedente. Esto es, aun cuando el quejoso ampliara su demanda y evidenciara la ilegalidad del acto impugnado, no implica que ese último sea definitivo para que se surta la competencia de la Sala Regional, a fin de conocer del asunto. 

Además, como lo precisó la Sala Regional, de conformidad con la jurisprudencia del rubro: ‘SOBRESEIMIENTO. IMPIDE ENTRAR A ANALIZAR EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO’, al resultar fundadas las causales de improcedencia que hizo valer la autoridad en la contestación de demanda, se encuentra impedida para analizar las cuestiones que el actor hizo valer contra la resolución impugnada. Por tanto, el concepto de violación es ineficaz. 

En consecuencia, los criterios judiciales que cita el quejoso de los rubros: ‘PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 67 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE ENERO DE 2014, AL NO PREVER LA NOTIFICACIÓN PERSONAL O POR CORREO CERTIFICADO CON ACUSE DE RECIBO, DEL AUTO QUE TIENE POR ADMITIDA LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y, EN SU CASO, EL DERECHO DE AMPLIARLA, TRANSGREDE EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL’ y ‘AMPLIACIÓN DE DEMANDA Y ALEGATOS EN MATERIA FISCAL. CUANDO SE OMITE CONCEDER ESE DERECHO, PREVISTO LEGALMENTE, SE VIOLAN LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO’, no benefician a su pretensión, en razón de que, como se dijo, pretende la notificación personal de la contestación de la demanda, para evidenciar la ilegalidad del acto combatido, lo cual constituye una cuestión de fondo; por lo que a nada práctico conduciría reponer el procedimiento para efecto de que se le notificara personalmente la contestación, ya que en el caso subsiste la determinación de la Sala Regional, en el sentido de que el juicio contencioso administrativo es improcedente.

En esas condiciones, al resultar ineficaces los conceptos de violación analizados y que no evidenciaron que la Sala Regional violó los derechos humanos contenidos en los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y al no advertirse por este Tribunal Colegiado, que en el caso proceda suplir la queja deficiente en términos del artículo 79 de la Ley de Amparo, lo procedente es negar el amparo solicitado”
.
38. Por otro lado, el Tribunal dio respuesta a los demás conceptos de violación referidos a temas de legalidad de la siguiente forma:

“CUARTO. Estudio. Los conceptos de violación son ineficaces.

(…)

Lo anterior es así, porque el acto que notifica al contribuyente el resultado de una revisión de documentos en un procedimiento de corrección de obligaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, para su aclaración o, en su caso, para que efectúe el pago respectivo, si resultan diferencias con lo manifestado por el patrón, o sujeto obligado, regulado por el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización; no constituye una resolución definitiva que cause un agravio en materia fiscal, pues no implica la última voluntad de la autoridad. 

Las constancias de autos muestran, en lo que interesa, lo siguiente:

(…)

Ahora bien, como se adelantó, el acto que notifica al contribuyente el resultado de una revisión de documentos en un procedimiento de corrección de obligaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, para su aclaración o, en su caso, para que efectúe el pago respectivo, si resultan diferencias con lo manifestado por el patrón, o sujeto obligado, regulado por el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización; no constituye una resolución definitiva, pues no concluye ese procedimiento, ya que se requiere de la validación de la corrección por parte del Instituto y sólo en caso de existir denuncia de algún trabajador, o de comprobarse que el patrón o sujeto obligado proporcionó información o documentación falsa, el Instituto ejercerá sus facultades de comprobación. 

En efecto, aquel acto constituye una invitación, o bien, una sugerencia de corrección o propuesta de pago, con la finalidad de evitar una resolución determinante de crédito con base en las irregularidades detectadas. Así es, tal acto no representa el producto final de la manifestación de voluntad de la autoridad administrativa, pues sólo tiene como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones a cargo del patrón, debido a que existe la posibilidad de que aclare las diferencias calculadas por omisión en el pago de aportaciones de seguridad social, por lo que puede pagar una cantidad menor; pues, la autoridad señala exclusivamente una cantidad presunta que obra en sus registros, pero no determina crédito ni liquidación alguna, menos establece consecuencias jurídicas o sanciones para el interesado ni notifica el inicio de facultades de comprobación; y por ende, ese acto, por sí mismo, no constituye una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y que cause un agravio en materia fiscal; y en consecuencia, no se actualizan los supuestos previstos por el artículo 14, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, para la procedencia del juicio contencioso administrativo.

Luego, si el acto combatido en el juicio de nulidad contenido en el oficio número 1440019500/3528/2014 de diez de junio de dos mil catorce, fue emitido de conformidad con el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, entonces, sí constituye una carta invitación, en razón de que si bien es cierto, no tiene ese título y fue emitido por una autoridad fiscal (Titular de la Subdelegación Juárez dependiente de la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social), quien  revisó la documentación proporcionada y determinó diferencias por omisión en el pago de aportaciones de seguridad social, por  $************(************); también lo es, que dicho acto no resolvió el procedimiento de corrección regulado por los artículos 178 a 182 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, no expresó la última voluntad de la autoridad, no determinó un crédito en cantidad líquida ni exigible, no obligó al pago correspondiente ni estableció una sanción, tan es así, que concedió un plazo para que el contribuyente acudiera a la Subdelegación a realizar aclaraciones. Por tanto, dicho acto no es una resolución definitiva ni causa agravio en materia fiscal, y por ende, no se actualizan los supuestos de procedencia del juicio contencioso administrativo, previstos por el artículo 14, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Sirve de apoyo, por las razones que informa, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 158/2008, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 231, del Tomo XXVIII, Noviembre de 2008, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Registro: 168437, que dice: 

(Se transcribe).
En otro aspecto, aun cuando este Colegiado resolvió en el amparo directo ************, que el acto impugnado es una resolución autónoma e independiente, no decidió si constituye o no una resolución definitiva que causa agravio en materia fiscal, pues concedió el amparo, para que la Sala Fiscal considerara que: 

‘(…) la resolución impugnada en el juicio de nulidad constituye un acto diferente, autónomo e independiente de aquellos impugnados en el juicio de nulidad ************, del índice de la Tercera Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; y que por tanto, el particular tiene el derecho de promover un nuevo juicio, o en su caso, de ejercer la facultad de ampliar su demanda; y resuelva conforme a derecho corresponda’. (fojas 120 y 121)

Por tanto, el concepto de violación resulta ineficaz. 

Por otra parte, con independencia de si procede o no, el recurso de inconformidad regulado por el numeral 249 de la Ley del Seguro Social, contra el acto combatido, lo cierto es que, no se actualizan los supuestos de procedencia del juicio contencioso administrativo, regulados por el artículo 14, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que dice: 

(Se transcribe).
Lo anterior es así, pues el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; y de las resoluciones que causen un agravio en materia fiscal. 

Luego, como se dijo, el acto impugnado, por sí mismo, no constituye una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y que cause un agravio en materia fiscal; y en consecuencia, no se actualizan los supuestos de procedencia previstos por el artículo 14, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.
Por todo lo anterior, contrario a lo que sostiene el quejoso, la Sala Regional sí analizó debidamente el acto impugnado, pues además de que consideró que derivó de una solicitud de corrección que el propio patrón efectuó ante la autoridad el ocho de mayo de dos mil catorce, citó criterios judiciales, cuyas razones sustentan que aquél no es una resolución definitiva que cause un agravio en materia fiscal, máxime que el quejoso no demuestra que la interpretación que realizan de la norma es indebida. Así, el hecho de que la Sala Regional no hubiese valorado todas las constancias de un diverso juicio, no causa un perjuicio al quejoso, en razón de que, como se vio, sí ponderó que la resolución impugnada deriva de una solicitud de corrección prevista por el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización; por tanto, los conceptos de violación son ineficaces. 

(…)
En relación con los criterios judiciales que cita el quejoso de los rubros: (Se transcriben), no benefician a la pretensión del quejoso, en razón de que en principio, el acto combatido en el juicio de nulidad no constituye una respuesta a una solicitud de aclaración, ni un requerimiento en cantidad líquida de intereses por indemnización y pena convencional realizada por la Tesorería de la Federación a una institución de crédito; además, como se dijo, el acto impugnado, por sí mismo, no constituye una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y que cause un agravio en materia fiscal, tan es así, que está sujeta a aclaración; y en consecuencia,  no se actualizan los supuestos de procedencia previstos por el artículo 14, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; de ahí que los motivos de inconformidad resultan ineficaces”
.
39. g) Recurso de revisión. Contra la resolución anterior, el quejoso  interpuso el recurso de revisión materia de la presente ejecutoria, en el que combatió la decisión del Tribunal Colegiado del conocimiento, con base en las siguientes líneas argumentales: 
39.1. El Tribunal Colegiado del conocimiento omitió pronunciarse respecto de la inconstitucionalidad planteada por el quejoso mediante el concepto de violación cuarto de la demanda de amparo directo, en el que se adujo la falta de regularidad constitucional del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; en virtud de que dicho dispositivo legal no prevé la obligación de notificar de manera personal a la actora, la contestación de la demanda de nulidad. Tal omisión se sustentó en razonamientos erróneos por los que se consideró que las causales de improcedencia del juicio de nulidad, no permitían que se estudiara el fondo de las cuestiones de constitucionalidad, pues a nada práctico conduciría reponer el procedimiento, para efecto de que se notificara personalmente la contestación de la demanda, ya que en el caso subsistía la determinación de la Sala Regional, en el sentido de que el juicio contencioso administrativo era improcedente. Para sustentar tal argumentación el recurrente desarrolló tres premisas, mismas que a continuación se sintetizan:
39.1.1. El juicio de nulidad fue sobreseído por la supuesta actualización de una causal de improcedencia sin pronunciarse sobre el fondo del asunto y antes de admitirse o substanciarse el juicio de nulidad; 

39.1.2. El criterio jurisprudencial con el que se intenta sustentar dicha determinación, de rubro: “SOBRESEIMIENTO. IMPIDE ENTRAR A ANALIZAR EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO”, no es localizable y su hipótesis no es aplicable en la especie, toda vez que, de acuerdo al rubro, versa sobre supuestos en los que el juicio haya sido sobreseído por la actualización de una causal de improcedencia antes de ser admitida la demanda, cuando en el caso en concreto la causal de improcedencia fue analizada al emitir la sentencia; 
39.1.3. La autoridad responsable omitió la notificación personal de la contestación de la demanda de nulidad, privando así al actor, de la oportunidad de acreditar que el oficio 1440/019500/3528/2014 era la última voluntad o resolución determinante al trámite referido, acreditando la negativa lisa y llana y desvirtuando los argumentos de la autoridad demandada en el juicio de nulidad en estudio.
39.2. Considera que la sentencia de dos de junio de dos mil dieciséis debe revocarse, toda vez que el argumento por el que se afirma que el acto combatido no constituye una resolución definitiva que cause agravio en materia fiscal es incorrecta pues contra aquél no procede medio de defensa o recurso administrativo alguno. Aunado a lo anterior de conformidad con la ejecutoria de amparo dictada en el juicio ************, se trata de una resolución autónoma e independiente.

40. QUINTO. Procedencia. Los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo establecen los requisitos genéricos de procedencia del recurso de revisión tratándose de amparo directo, que son los siguientes:

A. Si en la sentencia de amparo existió un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de una norma general o la interpretación directa de un precepto de la Constitución o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; o bien, si en dicha sentencia se omitió el estudio de esas cuestiones, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo (cuestión de constitucionalidad).

B.  Que el problema de constitucionalidad referido, de conformidad con el Acuerdo General número 9/2015 del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. 
41. A efecto de orientar el estudio de procedencia en materia de amparo directo en revisión, se invoca la tesis jurisprudencial 2a./J. 128/2015 (10ª.), emitida por esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, página trescientos cuarenta y cuatro, libro veintidós. Tomo: I, correspondiente al mes de septiembre de dos mil quince. Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de rubro y texto siguientes:
“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA. Por regla general, las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo son definitivas y sólo de manera extraordinaria, pueden impugnarse mediante el recurso de revisión previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, conforme a los cuales, una vez actualizados los presupuestos procesales (competencia, legitimación, oportunidad del recurso -en su caso-, entre otros), procede el mencionado medio de defensa siempre que: 1) en la sentencia de amparo directo combatida se decida sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones referidas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo; y 2) el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Ahora bien, con el fin de armonizar la normativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con los preceptos citados, el Pleno emitió el Acuerdo General 9/2015 (*), que regula la procedencia del recurso de revisión interpuesto contra sentencias de amparo directo, el cual, en vez de privilegiar el análisis de los agravios en la revisión, permite al Alto Tribunal hacer una valoración discrecional de los méritos de cada recurso, para determinar si a su juicio el asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia, para lo cual, su punto segundo señala que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando: (i) pueda dar lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; o (ii) lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto contra ese criterio o se hubiere omitido aplicarlo”. 
42. Al respecto, el Acuerdo General 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, emitido por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, dispone en sus puntos Primero y Segundo lo siguiente:

“PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

…
b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.

SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del Punto inmediato anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional. 

También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación”.

43. Como se observa, el Acuerdo antes referido adopta una postura deferente hacia la consideración de este Alto Tribunal sobre cuándo un determinado asunto resulta importante y trascendente; a partir de la cual en lugar de privilegiar el análisis de los agravios en la revisión, permite a esta Suprema Corte valorar de manera discrecional si, a su juicio, la resolución de un determinado asunto puede: 
44. Dar lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional (primer párrafo del punto Segundo transcrito); o.
45. Lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con una cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación (segundo párrafo del citado punto segundo).
46. Resulta aplicable la jurisprudencia 2a./J. 92/2015 (10a.) emitida por ésta visible en la página setecientos uno, tomo I, libro veinte, correspondiente al mes de julio de dos mil quince, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de rubro y texto siguientes:

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA NORMAS GENERALES PERO SÓLO CUANDO DEBA FIJARSE UN CRITERIO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA. De la comparación de los textos anterior y posterior a la reforma de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, se advierte que con la incorporación de la expresión ‘siempre’, existe un mandato expreso para que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación examine si el problema a analizarse en la revisión contra sentencias dictadas en amparo directo fijará un criterio de importancia y trascendencia, con lo cual se reafirma la restricción prevista desde la redacción anterior del propio precepto, con la finalidad de que este Alto Tribunal se ocupe exclusivamente de asuntos en los que el tema abordado tenga un significado jurídico relevante y más allá del caso concreto. Asimismo, con el objeto de reiterar la interpretación restrictiva del campo de aplicación de la citada fracción IX, el Constituyente Permanente, para garantizar que la materia del recurso de revisión en amparo directo se limite a decidir las cuestiones propiamente constitucionales -lo cual ya estaba ordenado desde el texto anterior- añadió la frase ‘sin poder comprender otras’, de forma que no hubiera duda acerca de que la sentencia que se dicte invariablemente se vincule con el estudio directo de las disposiciones de la Norma Fundamental, excluyendo cualquier otro problema para cuya solución baste el estudio de la legislación derivada”.
44. Así, una vez superados los temas relativos a la oportunidad del recurso y la legitimación procesal del promovente, en los respectivos considerandos segundo y tercero de la presente ejecutoria; debe examinarse si en la especie se colman los requisitos establecidos para la procedencia del amparo directo en revisión. 
45. El análisis que a continuación se presenta, parte del hecho consistente en la calificación de ineficacia efectuada por el Tribunal Colegiado, respecto del concepto de violación en que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, a partir de lo cual y toda vez que la misma fue combatida en esta vía, de estimarse incorrecta esa calificativa, podría subsistir el planteamiento de constitucionalidad.
46. Ahora bien, es criterio del Tribunal Pleno que el recurso de revisión en amparo directo resulta procedente cuando en la demanda de amparo se haya planteado la inconstitucionalidad de una ley y en la resolución se haya omitido su estudio, incluyendo el supuesto en que el motivo de omisión en el estudio del concepto de violación, en el que se efectuó un planteamiento de constitucionalidad derive de la calificativa de inoperancia, insuficiencia o ineficacia efectuada por el órgano colegiado.
47. Lo anterior, no conduce necesariamente a considerar procedente el recurso de revisión por la sola circunstancia de que se hubieran calificado en ese sentido, pues, el mismo puede resultar improcedente cuando este Alto Tribunal advierta que los agravios resultan igualmente inoperantes.
48. En ese sentido se ha manifestado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 106/2011 visible en la página setecientos noventa y tres, Tomo XXXIV, correspondiente al mes de julio de dos mil once del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, de rubro y texto siguientes:
“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO CALIFICA DE INOPERANTES, INSUFICIENTES O INEFICACES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELATIVOS Y LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CALIFICA LOS AGRAVIOS DE LA MISMA MANERA. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 26/2009, de rubro: ‘REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR DE INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO’, estableció que para efectos de la revisión en amparo directo, la omisión del Tribunal Colegiado de Circuito de estudiar los temas de constitucionalidad, incluye los casos en los que éste haya declarado inoperantes, insuficientes o inatendibles los conceptos de violación respectivos; sin embargo, dicha jurisprudencia no conduce, necesariamente, a estimar procedente el recurso de revisión por la sola circunstancia de que se hubieran calificado así los conceptos de violación, pues previamente, como lo establece la propia tesis, debe determinarse si es legal o no la consideración respectiva del órgano colegiado, lo cual debe hacerse a la luz de los agravios, en los casos en que rige el principio de estricto derecho o, en suplencia de la queja deficiente, en los de excepción. Por tanto, si la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que los agravios son inoperantes, insuficientes o inatendibles, en los casos de estricto derecho, o bien, que no se advierte queja deficiente que deba suplirse de oficio, en ambos supuestos el recurso de revisión será improcedente, en términos de la fracción II del punto primero del Acuerdo Número 5/1999, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual es clara en cuanto a que no se reúne el requisito de importancia y trascendencia cuando los agravios se califican de esa manera”. 
49. A juicio de esta Segunda Sala, el asunto que se resuelve carece del requisito de importancia y trascendencia, pues se considera acertada la calificativa de ineficacia que el Tribunal Colegiado confirió a los conceptos de violación tendentes a evidenciar la inconstitucionalidad del Decreto impugnado, toda vez que efectivamente éstos no podían abordarse al no haberse superado el sobreseimiento por improcedencia decretado en la sentencia reclamada respecto de aquél, lo que constituye un impedimento técnico insuperable para lograr el estudio de fondo.
50. Como se advierte de los antecedentes narrados en la presente ejecutoria, en el juicio ************, el actor planteó la nulidad del oficio 1440/019500/3528/2014, de diez de junio de dos mil catorce, mediante el que el Titular de la Subdelegación Juárez, dependiente de la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social, estimó diferencias por omisión de pago de Cuotas Obrero Patronales y Cesantía en Edad Avanzada y Vejez, a cargo de Jaime Alberto Moreno Cardeña, por $************(************). 

51. El once de diciembre de dos mil quince,
 el Pleno de la Primera Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, resolvió sobreseer el juicio, al considerar que lo planteado en la demanda no actualizaba ninguno de los supuestos de procedencia contenidos en el artículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues el oficio impugnado no deparaba una afectación real y concreta a la esfera jurídica del particular, por no tratarse de una resolución definitiva, que le causara una afectación al actor, a partir de lo que se actualizaban las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y II del artículo 8º de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.
52. Contra la resolución de once de diciembre de dos mil quince, Jaime Alberto Moreno Cardeña, por propio derecho, promovió demanda de amparo directo en cuyos conceptos de violación adujo, por lo que a la materia constitucional concierne, que el artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo es inconstitucional.
52. Según se aprecia de la sentencia recurrida, el Tribunal Colegiado abordó el concepto de violación en que la parte quejosa planteó la inconstitucionalidad del referido artículo, y lo declaró ineficaz, pues consideró que no era posible entrar al análisis de constitucionalidad planteado ya que a nada práctico conduciría reponer el procedimiento para efecto de que se le notificara personalmente la contestación de la demanda, pues en el caso subsistía la determinación de la Sala Regional, en el sentido de que el juicio contencioso administrativo resultaba improcedente.
53. Al respecto se estima que fue correcta la determinación del Tribunal Colegiado del conocimiento, pues como se refirió en la sentencia de amparo recurrida, de conformidad con los artículos 178 a 182 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización
 en el procedimiento de corrección de obligaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, los patrones podrán aceptar la invitación que emita la autoridad competente o corregir el cumplimiento de sus obligaciones mediante la presentación de solicitud. 
54. Es importante enfatizar en el hecho de que la aceptación de la invitación constituye una potestad del patrón y no un elemento coercitivo que deba ser observado en sus términos, o que su rechazo genere la acción coactiva del Estado para garantizar su cumplimiento.
55. Al respecto el patrón deberá presentar la corrección en un plazo máximo de cuarenta días hábiles contados a partir de la fecha de aceptación de la solicitud, acompañando la documentación que sustente dicha corrección, así como copia del comprobante de pago de las cuotas obrero patronales.
56. Cuando de la revisión realizada por el Instituto resulten diferencias con lo manifestado por el patrón, se le notificará por escrito para su aclaración o, en su caso, para que efectúe el pago respectivo dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de notificación y una vez aclaradas y, en su caso, pagadas las diferencias, el Instituto validará la corrección y, se dará por concluido el trámite. 
57. Es importante señalar que, únicamente en caso de existir denuncia de algún trabajador, o de comprobarse que el patrón o sujeto obligado proporcionó información o documentación falsa, el Instituto ejercerá sus facultades de comprobación.
58. De esta manera, tal como lo advirtió el Tribunal Colegiado, el acto combatido en el juicio de nulidad contenido en el oficio número 1440019500/3528/2014 de diez de junio de dos mil catorce, fue emitido de conformidad con el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, y por tanto constituye una carta invitación, pues a pesar de ser emitido por el Titular de la Subdelegación Juárez dependiente de la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social y determinar diferencias por omisión en el pago de aportaciones de seguridad social, por  $************(************), lo cierto es que dicho acto no resolvió el procedimiento de corrección regulado en los artículos 178 a 182 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, sino que sólo constituyó una fase no definitiva del mismo.
59. Entonces, toda vez que el oficio combatido no determinó un crédito en cantidad líquida ni exigible; no obligó al pago correspondiente; ni estableció una sanción, sino que por el contrario, concedió un plazo para que el contribuyente acudiera a la Subdelegación a realizar aclaraciones; dicho acto no puede considerarse como una resolución definitiva que cause agravio en materia fiscal.
60. Así, el acto por el que se notifica al contribuyente el resultado de una revisión de documentos en un procedimiento de corrección de obligaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, para su aclaración o pago de diferencias, regulado por el artículo 180 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, no constituye una resolución definitiva, pues se trata de una etapa preliminar, que aún requiere de validación por parte del Instituto, aunado a que sólo en caso de existir denuncia de algún trabajador, o de comprobarse que el patrón o sujeto obligado proporcionó información o documentación falsa, podrá ameritar el ejercicio de facultades de comprobación por parte del Instituto.
61. Consecuentemente, se estima correcta la determinación del Tribunal Colegiado del conocimiento, a partir de la cual convalidó lo resuelto por la Sala responsable, en el sentido de que el oficio combatido no constituye una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y que, por ende, cause un agravio en materia fiscal.
62. De tal forma que el acto combatido efectivamente no colma los supuestos de procedencia a que se refiere el artículo 14, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 158/2008, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes: 

“PROPUESTAS DE CÉDULAS DE DETERMINACIÓN DE CUOTAS OBRERO PATRONALES EMITIDAS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 39 A DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. NO CONSTITUYEN RESOLUCIONES DEFINITIVAS IMPUGNABLES ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.- Conforme al artículo 11, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, vigente hasta el 6 de diciembre de 2007 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 14, fracción I, de la Ley Orgánica del indicado Tribunal, en vigor a partir del 7 de diciembre de 2007), el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios promovidos contra las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en las cuales se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación. En ese sentido, tomando en consideración que de los artículos 39 a 39 C de la Ley del Seguro Social, se advierte que las propuestas de cédulas de determinación de cuotas obrero patronales no representan el producto final de la manifestación de voluntad de la autoridad administrativa, pues sólo tienen como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones a cargo de los patrones, debido a que existe la posibilidad de que paguen una cantidad mayor o menor al monto contenido en dichas propuestas, por lo que debe concluirse que éstas, por sí mismas, no constituyen una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y, por ende, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo promovido en su contra ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa”
.
63. Por tanto, al acudir al juicio de amparo directo, el quejoso debía desvirtuar la causal de improcedencia determinada por la autoridad responsable, lo que ciertamente intentó a través de los conceptos de violación expuestos, sin embargo, acertadamente éstos fueron desestimados por ineficaces por el Tribunal Colegiado en su fallo.

64. De manera que al estar plenamente acreditada la causal de improcedencia invocada por la autoridad responsable, con relación al oficio combatido; sin que la parte quejosa lo haya desvirtuado, como se colige del estudio que emprendió el Tribunal Colegiado de las constancias que conforman el juicio natural; resulta incuestionable que en la especie, fue correcta su decisión de no entrar al análisis del tema de constitucionalidad propuesto, al advertirse un impedimento técnico para proceder en consecuencia.

65. En síntesis, no es posible para esta Segunda Sala emitir un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional o que se analice si la sentencia implica el desconocimiento de un criterio sostenido por este Alto Tribunal en materia de constitucionalidad, que es a lo que refiere el requisito de importancia y trascendencia, pues se insiste, se encuentra impedida por el sobreseimiento decretado en el juicio de nulidad respecto del oficio de que se trata y, por tanto, no puede analizar los planteamientos de constitucionalidad que al respecto hizo el quejoso, ahora recurrente.

66. Es criterio reiterado de esta Segunda Sala que conforme a los artículos 170, fracción I y 175, fracción IV, de la Ley de Amparo, en el juicio de amparo directo puede controvertirse la regularidad constitucional de normas de carácter general, vía conceptos de violación, aplicados en perjuicio del quejoso durante la secuela del procedimiento del juicio natural o en la sentencia reclamada; disposición que este Alto Tribunal ha extendido, incluso, a los casos en que la aplicación de la ley se materializa en el acto impugnado en el juicio natural.

67. No obstante lo anterior, en este último supuesto, para que pueda abordarse el escrutinio constitucional de la hipótesis normativa relativa, es necesario que ésta se encuentre vinculada de alguna manera con la sentencia, laudo o resolución reclamada, o por lo menos que su aplicación en el acto primigenio trascienda a las consideraciones de la sentencia, ya que aquélla constituye el único acto que puede reclamarse de manera destacada en la instancia constitucional, por lo que no podrían analizarse en abstracto los planteamientos de constitucionalidad si no forman parte de los fundamentos de la resolución reclamada o no se surte la vinculación mencionada.
68. Así, es claro que se actualiza un impedimento técnico, en virtud de que no podrían concretarse los efectos de una eventual concesión del amparo, para que la autoridad responsable deje insubsistente la resolución reclamada sin aplicar la norma estimada inconstitucional, porque tal circunstancia no incidiría en las consideraciones de la sentencia, ya que la litis en el amparo directo se circunscribirá sólo a verificar si el juicio procede contra el acto originalmente impugnado, lo que no cambiaría reponiendo el procedimiento para que se notificara personalmente al actor de la contestación de la demanda.
69. Es decir, la notificación personal de la contestación de la demanda, para evidenciar la ilegalidad del acto combatido constituye una cuestión de fondo; por lo que a nada práctico conduciría reponer el procedimiento para efecto de que se le notificara personalmente la contestación de la demanda, ya que como se dilucidó, el juicio contencioso administrativo es improcedente contra el acto que se emprendió.
70. Las consideraciones anteriores han sido plasmadas en la tesis 2a. XC/2014 (10a.) visible en la página novecientos sesenta y nueve, tomo II, libro nueve, correspondiente al mes de agosto de dos mil catorce, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de rubro y texto siguientes:

“AMPARO DIRECTO. RESULTAN INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE CONTROVIERTAN LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA APLICADA EN EL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO NATURAL, CUANDO SE DECRETA LA IMPROCEDENCIA DE ESA INSTANCIA. Conforme a los artículos 170, fracción I y 175, fracción IV, de la Ley de Amparo, en el juicio de amparo directo puede controvertirse la regularidad constitucional de normas de carácter general, vía conceptos de violación, aplicados en perjuicio del quejoso durante la secuela del procedimiento del juicio natural o en la sentencia reclamada; disposición que este Alto Tribunal ha extendido, incluso, a los casos en que la aplicación de la ley se materializa en el acto impugnado en el juicio natural. Empero, en este último supuesto, para que pueda abordarse el escrutinio constitucional de la hipótesis normativa relativa, es necesario que ésta se encuentre vinculada de alguna manera con la sentencia, laudo o resolución reclamada, o por lo menos que su aplicación en el acto primigenio trascienda a sus consideraciones, ya que aquélla constituye el único acto que puede reclamarse de manera destacada en la instancia constitucional, por lo que no podrían analizarse en abstracto los planteamientos de constitucionalidad si no forman parte de los fundamentos de la resolución reclamada o no se surte la vinculación mencionada, pues de lo contrario se actualizaría un impedimento técnico para efectuar el aludido análisis, en virtud de que no podrían concretarse los efectos de una eventual concesión del amparo, para que la autoridad responsable deje insubsistente la resolución reclamada sin aplicar la norma estimada inconstitucional, porque ésta no formaría parte de sus fundamentos ni incidiría en sus consideraciones, ya que la litis en el amparo directo se circunscribirá sólo a verificar si el juicio procede contra el acto originalmente impugnado, lo cual constituye una cuestión de legalidad, salvo que se controvierta la constitucionalidad de los preceptos que regulen la procedencia de la vía jurisdiccional”.

71. Por otra parte, resultan ineficaces los restantes agravios que hace valer el recurrente, en los que esencialmente sostiene que el criterio jurisprudencial con el que se intenta sustenta dicha determinación, de rubro: “SOBRESEIMIENTO. IMPIDE ENTRAR A ANALIZAR EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO”, no es localizable y su hipótesis no es aplicable en la especie; así como el relativo a que la falta notificación personal de la contestación de la demanda de nulidad, lo privó de la oportunidad de acreditar que el oficio 1440/019500/3528/2014 era la última voluntad o resolución determinante al trámite referido, pues los mismos constituyen temas de estricta legalidad.
72. Resulta orientador el criterio contenido en la tesis jurisprudencial 2ª./J. 56/2016 (10ª.) de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página mil cincuenta y uno, tomo II, libro treinta, correspondiente al mes de mayo de dos mil dieciséis. Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de título y texto siguientes:
“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE MERA LEGALIDAD DEBEN DESESTIMARSE POR INEFICACES. Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, que regulan el recurso de revisión en amparo directo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia deberá examinar las cuestiones propiamente constitucionales y no argumentos de mera legalidad, ya que el recurso aludido sólo procede si se plantean agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del Pleno; en consecuencia, los agravios de mera legalidad deben desestimarse por ineficaces”.

73. En suma, se califican de ineficaces los agravios expuestos por el recurrente tendentes a lograr el estudio de fondo de los planteamientos dirigidos a cuestionar la constitucionalidad del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pues el hecho de que subsista el sobreseimiento decretado respecto del decreto impugnado impide que esta Sala se pronuncie sobre el mérito de su planteamiento, toda vez que se actualiza un impedimento técnico insuperable.
74. En las relatadas condiciones, al no actualizarse el requisito para la procedencia del recurso de revisión que ha sido mencionado en la presente ejecutoria por resultar ineficaces los agravios del recurrente; y sin que proceda suplir la deficiencia de la queja, lo que pertinente es desecharlo sin que sea obstáculo que el Presidente de este Alto Tribunal lo haya admitido a trámite. 

75. Resulta aplicable la jurisprudencia del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación P./J. 19/98, visible en la página diecinueve, tomo VII, correspondiente al mes de marzo de mil novecientos noventa y ocho, de la Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que establece lo siguiente:
“REVISIÓN EN AMPARO. NO ES OBSTÁCULO PARA EL DESECHAMIENTO DE ESE RECURSO, SU ADMISIÓN POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. La admisión del recurso de revisión por el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación constituye una resolución que no es definitiva, ya que el Tribunal Pleno está facultado, en la esfera de su competencia, para realizar el estudio a fin de determinar la procedencia del recurso y, en su caso, resolver su desechamiento”.
76. Así como la jurisprudencia de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 222/2007, visible en la página doscientos dieciséis, Tomo XXVI, correspondiente al mes de diciembre de dos mil siete, de la Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dispone:
“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO. La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo”.
77. En similares términos falló esta Segunda Sala por unanimidad de cinco votos los amparos directos en revisión 316/2016
, 320/2016
, 859/2016
, 941/2016
 y 1752/2016
. 
78. Por lo expuesto y fundado se, 
R E S U E L V E:

ÚNICO. Se desecha el recurso de revisión. 

Notifíquese; con testimonio de esta resolución vuelvan los autos a su lugar de origen y en su oportunidad archívese el toca como concluido. 

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Presidente Eduardo Medina Mora I. (ponente). Ausente la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.
Firman el Ministro Presidente de la Segunda Sala y Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA Y PONENTE

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SEGUNDA SALA

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ
En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción XXI, 8°, 23, 24, fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de mayo de dos mil quince, vigente a partir del día siguiente, se publica esta versión pública en la cual se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

� Auto admisorio, cuaderno de amparo, fojas 33 y 34. 


� Cuaderno de amparo, foja 37.


� Sentencia de amparo, cuaderno de amparo, fojas 44 a 58 vuelta. 


� Recurso de revisión, toca del presente expediente, foja 3 a 24. 


� Cuaderno de amparo, fojas 134BIS y 135. 


� Auto admisorio, toca del presente expediente, fojas 31 a 33. 


� Notificación personal al autorizado de la parte quejosa de la sentencia de dos de junio de dos mil dieciséis, foja 103 del cuaderno de amparo.


� Personalidad reconocida en auto de dieciséis de febrero de dos mil dieciséis, visible a fojas 33 y 34 del cuaderno de amparo directo.


�  Sentencia de amparo, cuaderno de amparo, fojas 44 a 58 vuelta. 


� Visible a fojas 56 y 57 del cuaderno de amparo directo.


� Visible a fojas 46 a 55 vuelta del expediente de amparo.


� Previo a la sentencia de once de diciembre de dos mil quince, como se narró en los antecedentes del asunto, mediante acuerdo de cinco de enero de dos mil quince, la instructora del juicio, desechó la demanda de nulidad por improcedente, al considerar que la resolución que se pretendía impugnar, era materia de un juicio diverso, con número de expediente ************ del índice de la Tercera Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, por lo que se consideró actualizada la causal de improcedencia prevista por el artículo 8º fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Posteriormente, por escrito presentado el once de febrero de dos mil quince, la parte actora interpuso recurso de reclamación en contra del proveído de cinco de enero del año dos mil quince, previamente referido. El trece de marzo de dos mil quince, se dictó sentencia interlocutoria en la que se determinó infundado el recurso de cuenta y, por ende, se confirmó el auto de cinco de enero de dos mil quince. En contra de dicha resolución el actor interpuso juicio de amparo, que fue identificado con el número A.D.************y resuelto en sesión de veinte de agosto de dos mil quince, por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, concediendo el amparo y protección de la justicia federal al actor, al estimar que en la resolución interlocutoria combatida se vulneraron los derechos humanos contenidos en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por ende, se ordenó a la Sala responsable, dejar insubsistente la resolución reclamada y se dictara otra, en la que considerara que el oficio número 1440/019500/3528/2014, de diez de junio de dos mil catorce, emitido por el Titular de la Subdelegación Juárez, dependiente de la Delegación Estatal Jalisco del Instituto Mexicano del Seguro Social, constituía un acto diferente y autónomo de aquellos actos impugnados en el diverso juicio de nulidad ************.


En cumplimiento a la sentencia de amparo **********, la Sala responsable dictó resolución el dos de septiembre de dos mil quince, en la que se consideró procedente y fundado el recurso de reclamación y se revocó el auto de cinco de enero de dos mil quince, por el que se había desechado la demanda, para el efecto de que se admitiera a trámite. En acatamiento a la interlocutoria anterior, mediante auto de tres de septiembre de dos mil quince, se admitió a trámite la demanda en vía ordinaria en el expediente ************.


� “DE LA CORRECCIÓN


Artículo 178. Los patrones o sujetos obligados podrán corregir el cumplimiento de sus obligaciones ante el Instituto, mediante la presentación de su solicitud o aceptando la invitación que emita la autoridad competente del mismo, en los términos del presente Capítulo.


La solicitud de corrección se presentará en la unidad administrativa del Instituto que corresponda a su registro patronal. En caso de que la corrección comprenda la totalidad de los registros patronales, el trámite respectivo se podrá realizar en la unidad administrativa que corresponda a su domicilio fiscal.


Artículo 179. El Instituto deberá resolver, en un plazo no mayor a quince días hábiles, la solicitud de corrección que el patrón o sujeto obligado hubiese presentado de manera espontánea, en caso de no hacerlo así, se entenderá que dicha solicitud ha sido aceptada. El periodo a regularizar en este caso corresponderá al ejercicio fiscal inmediato anterior y el periodo transcurrido a la fecha de presentación de la solicitud.


Tratándose de la corrección que se realice a través de oficio de invitación del Instituto, el patrón deberá presentar por escrito, en un plazo no mayor a seis días hábiles contados a partir del día siguiente de la fecha de su notificación, su aceptación de regularizar los dos últimos ejercicios fiscales más el periodo transcurrido a la fecha de la notificación.


Los patrones o sujetos obligados de la industria de la construcción, podrán optar por regularizarse ante el Instituto, por cada una de las obras o por ejercicio fiscal.


Artículo 180. El patrón o sujeto obligado deberá presentar la corrección en un plazo máximo de cuarenta días hábiles contados a partir de la fecha de aceptación de la solicitud, acompañando la documentación que sustente dicha corrección, así como copia del comprobante de pago de las cuotas obrero patronales, adjuntando el formato impreso o el medio magnético correspondiente al programa informático autorizado por el Instituto para el pago y constancia de la presentación de los avisos afiliatorios y movimientos salariales resultantes de la corrección.


El Instituto, previa solicitud patronal, podrá conceder por única vez prórroga hasta por diez días hábiles.


El Instituto podrá solicitar al patrón, o sujeto obligado información o documentación complementaria para revisar y, en su caso, validar la corrección, en un plazo no mayor a veinte días hábiles contados a partir de la fecha de la entrega de la documentación señalada en el primer párrafo. Dicha documentación deberá presentarse en un plazo no mayor de diez días hábiles contados a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento.


Cuando de la revisión realizada por el Instituto resulten diferencias con lo manifestado por el patrón, o sujeto obligado, se le notificará por escrito para su aclaración o, en su caso, para que efectúe el pago respectivo dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de notificación.


El Instituto realizará la revisión a que se refiere este artículo dentro de los ciento veinte días hábiles, contados a partir de la fecha en que el patrón presente ante el propio Instituto la documentación a que se refiere el párrafo primero de este artículo o la complementaria.


Artículo 181. Una vez aclaradas y, en su caso, pagadas las diferencias, el Instituto validará la corrección y, se dará por concluido el trámite. Sólo en caso de existir denuncia de algún trabajador, o de comprobarse que el patrón o sujeto obligado proporcionó información o documentación falsa, el Instituto ejercerá sus facultades de comprobación.


Artículo 182. Los patrones o sujetos obligados que concluyan su corrección de conformidad con lo que establece la Ley y este Reglamento, estarán a lo previsto en el artículo 173 del presente ordenamiento”.


� Consultable en la página 231, del Tomo XXVIII, Noviembre de 2008, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Registro: 168437.


� En sesión de ocho de junio de dos mil dieciséis por unanimidad de cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas (ponente), Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán.





� En sesión de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis por unanimidad de cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán (ponente).





� En sesión de veintidós de junio de dos mil dieciséis por unanimidad de cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek (ponente), José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán.





�En sesión de trece de julio de dos mil dieciséis por unanimidad de cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek (ponente), José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán.





� En sesión de nueve de noviembre de dos mil dieciséis, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Eduardo Medina Mora I. (ponente), Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán.
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